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CONTRADICCIÓN DE TESIS 407/2016 SUSCITADA ENTRE: EL primer tribunal colegiado del décimo quinto circuito y el primer tribunal colegiado en materia civil del séptimo circuito.
PONENTE: MINISTRO arturo zaldívar lelo de larrea.

SECRETARIA: carmina cortés rodríguez.

Visto Bueno
Sr.  Ministro:
Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del día veintiuno de junio de dos mil diecisiete.
Cotejó:
V I S T O S, para resolver los autos del expediente de la contradicción de tesis 407/2016; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Mediante oficio 360/2016-A, recibido el diecisiete de noviembre de dos mil dieciséis en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito informó a este Alto Tribunal que, mediante resolución de veintiséis de agosto de dos mil dieciséis, los Magistrados integrantes de dicho órgano colegiado denunciaron la posible contradicción de criterios entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado  del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 135/1993 y, el emitido por dicho Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 929/2015.
SEGUNDO. Por acuerdo de veinticuatro de noviembre de dos mil dieciséis, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió a trámite la denuncia de posible contradicción de tesis; requirió a la Presidencia del Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito para que remitiera el proveído mediante el cual informara si el criterio sustentado en el asunto de su índice, se encuentra vigente o, en caso de que se tenga por superado o abandonado, además de señalar las razones que sustenten las consideraciones respectivas, remitiera la versión digitalizada de la ejecutoria en la que sustente el nuevo criterio; solicitó al Centro de Documentación y Análisis de este Alto Tribunal para que remitiera copia certificada de la ejecutoria en comento y; ordenó se turnaran los autos para su estudio al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y se radicaran los autos a la Sala a la que se encuentra adscrito, a fin de que su Presidente provea respecto a la conclusión del trámite e integración del expediente.
TERCERO. Mediante proveído de cinco de diciembre de dos mil dieciséis, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se avocó al conocimiento del asunto y, solicitó al Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, informara si ya causó estado la ejecutoria pronunciada en el juicio de amparo directo 929/2015 de su índice. Dicho requerimiento se tuvo por cumplido mediante acuerdo de nueve de diciembre de dos mil dieciséis. 

CUARTO. Asimismo, mediante oficio 331/2016, de quince de diciembre de dos mil dieciséis, la Secretaria de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito informó a este Alto Tribunal que del análisis de los asuntos resueltos por dicho órgano colegiado, no se advertía que ese Tribunal se hubiera pronunciado en sentido contrario a lo resuelto en el amparo directo 135/993, por lo que se estimaba que continuaba vigente.

QUINTO. Posteriormente, por acuerdo de diez de enero de dos mil dieciséis, la Ministra Presidenta de esta Primera Sala tuvo por integrada la contradicción de tesis y, remitió los autos a la Ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, a efecto de la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.

C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver el presente asunto de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución General y 226, fracción II, de la Ley de Amparo, en relación con los puntos segundo, tercero fracción VII y cuarto del Acuerdo General 5/2013, en virtud de que se trata de una denuncia de contradicción de tesis suscitada entre criterios de Tribunales Colegiados de diversos Circuitos, y la problemática a resolver es en materia civil, la cual es competencia exclusiva de esta Primera Sala.

Al respecto, es importante aclarar que la contradicción de tesis se denuncia entre el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, motivo por el cual se surte la competencia de esta Primera Sala para conocer de este asunto. Es aplicable al caso la tesis aislada de rubro: “CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE DIFERENTE CIRCUITO. CORRESPONDE CONOCER DE ELLAS A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN XIII, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE JUNIO DE 2011).
SEGUNDO. Legitimación. La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legitimada, de conformidad con lo previsto por los artículos 107, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 227, fracción II, de la Ley de Amparo vigente, pues fue formulada por los Magistrados integrantes del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito.
TERCERO. Criterios en contradicción. Las consideraciones pronunciadas por los Tribunales Colegiados de Circuito que dieron origen a la denuncia de la contradicción, son las siguientes:
A) Determinación emitida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 929/2015.
En principio, a manera de antecedente, debe mencionarse que este asunto proviene de una demanda que en la vía ordinaria civil interpusieron ********** y **********, en su carácter de vendedoras, en contra de **********, en su carácter de vendedora, respecto de un contrato de compraventa.
En dicha demanda la parte actora solicitó, entre otras prestaciones, se declarara la inexistencia, por simulación, de un contrato de compraventa celebrado respecto de una determinado inmueble. celebrado entre la parte actora y la parte demandada.
Seguido el procedimiento, el Juez natural dictó sentencia en la que determinó se actualizaba la figura de falta de legitimación activa en relación a los actores, por lo que no se estaba en condiciones de entrar al estudio del fondo del asunto.

Inconforme con esa decisión, ********** interpuso recurso de apelación, del cual correspondió conocer a la Cuarta Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Veracruz, quien radicó  el asunto bajo el toca ********** y, en sesión de treinta de septiembre de dos mil quince, confirmó la sentencia impugnada.

En contra de la determinación anterior, ********** demandó el amparo y protección de la Justicia Federal, del cual correspondió conocer al Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, quien registró el asunto con el expediente **********y, en sesión de veintiséis de agosto de dos mil dieciséis, resolvió conceder el amparo solicitado.

Lo anterior, en razón de que, a su juicio, la Sala interpretó incorrectamente el artículo 2116 del Código Civil para el Estado de Veracruz, pues éste faculta a las partes para demandar la nulidad del contrato de compraventa, ya que al establecer la palabra “pueden”, concede y no restringe la acción, de ahí que cuenta con interés jurídico para demandar la inexistencia y nulidad porque se vulnera su derecho de propiedad, con independencia de que hubiera intervenido en el acto.

A efecto de robustecer la consideración anterior, el Tribunal Colegiado expuso que la legitimación en la causa es un elemento esencial de la acción que presupone o implica la necesidad de que la demanda, tratándose de la activa, sea presentada por quien tenga la titularidad del derecho que se cuestiona, es decir, que la acción sea entablada por aquella persona a quien la ley considera como particularmente idónea para estimular en el caso concreto la función jurisdiccional.

En ese sentido, toda persona que es parte en un acto jurídico, tiene legitimación tanto activa como pasiva, así como legitimación en el proceso y en la causa para intervenir en un juicio cuyo objeto es el acto mismo en el que intervino como parte, teniendo legitimación para determinar su cumplimiento o nulidad.

Ello es así, porque si se va a decidir sobre los derechos y obligaciones que surgen de dicho acto y su subsistencia, validez o invalidez o sobre su interpretación, desde luego que la parte que intervino en su celebración, tiene interés cuando dicho acto sea objeto de controversia en juicio, teniendo interés y, por tanto, legitimación, en que la autoridad declare o constituya un derecho o imponga una condena, sea de cumplimiento de una obligación principal, accesoria o relativa a las penas convencionales, sea de rescisión o nulidad.

Negar que una de las parte contratantes cuenta con legitimación o derecho para privarlo de eficacia jurídica mediante la declaración judicial de nulidad, equivaldría a negar el acceso a los tribunales a los gobernados que pretenden someter un conflicto de intereses a la decisión de un Juez, cuando bajo el principio de que nadie puede hacerse justicia por sí mismo, los gobernados están obligados a acudir a los tribunales para que éstos diriman sus conflictos de intereses, más aún que, como lo hizo valer el quejoso, en nuestro sistema jurídico no existen las nulidades de pleno derecho, por lo que hay que acudir a los tribunales para obtener la declaración judicial de que el acto que se estima nulo, lo es; lo que se corrobora con el criterio contenido en la tesis emitida por la Tercera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “NULIDAD DE PLENO DERECHO”
.
Así, es dable concluir que las partes que intervinieron en la celebración de un contrato, pueden tener interés en que la autoridad judicial declare, constituya o imponga una condena derivada dicho contrato, en términos de lo dispuesto en los artículos 1° y 21 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Veracruz; por tanto, si una de las partes contratantes tiene interés en obtener una declaración de nulidad del contrato en el que intervino, es dable concluir que cuenta con legitimación en juicio, máxime si se considera que declarada la nulidad, los efectos de ésta es obligar a las partes (con el correlativo derecho que cada una de ellas tendría), a restituirse mutuamente lo que hubiesen percibido por virtud del acto anulado, otorgando a las partes la titularidad de ese derecho.

Lo anterior, corrobora que las partes tienen legitimación para obtener la anulación vía judicial del acto que estiman está afectado de nulidad; esa es la regla general (las partes contratantes están legitimadas para reclamar en juicio la nulidad de un contrato) y así se deriva de lo dispuesto en el artículo 1° del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Veracruz.

Por tanto, no se ajusta a derecho lo resuelto por la Sala responsable, al razonar que la acción de nulidad de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2116 del Código Civil para el Estado de Veracruz, sólo pueden pedirla los terceros que resulten perjudicados con dicha simulación, o el Ministerio Público cuando ésta se cometa en transgresión de la ley o de la hacienda pública, ya que, como se apuntó con antelación, la regla general es que los contratantes tienen legitimación para reclamar la nulidad de un contrato que debe reputarse como afectado de nulidad absoluta.

Además, del citado precepto no se advierte que éste prohíba a las partes intentar la acción en comento, ni se desprende como presupuesto de legitimación, la circunstancia considerada por la autoridad responsable, esto es, que el hecho de que la parte demandante haya celebrado con la demandada el contrato cuya nulidad pretende, da lugar a estimar que carece de legitimación para demandar la nulidad absoluta, lo cual no tiene justificación en dicho precepto legal.

Lo anterior encuentra apoyo en las tesis de la entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubros: “SIMULACIÓN. A QUIEN INCUMBE LA ACCIÓN DE.
” y “SIMULACIÓN. LAS PARTES CONTRATANTES PUEDEN EJERCITAR LA ACCIÓN”
.
Las explicaciones anteriores ponen en evidencia por qué este tribunal considera que de la interpretación del artículo 2116 del Código Civil para el Estado de Veracruz, no se desprende que la acción de nulidad únicamente puede ser intentada por los terceros perjudicados con la simulación, o en su caso, por el Ministerio Público siempre que ésta se haya realizado en contravención a la ley o en perjuicio de la Hacienda Pública; sino que también corresponde tal acción a los contratantes.
En esa tesitura, no pasó desapercibido para el Tribunal Colegiado que la interpretación sostenida en esta resolución resultaba contraria al criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, en el que se interpreta el contenido del artículo 2050 del Código Civil del Estado de Baja California, que es correlativo al transcrito artículo 2115 del Código Civil del Estado, de rubro: “ACTO SIMULADO, NULIDAD DE. QUIEN PUEDA DEMANDARLA
”, por lo que denunció la presente contradicción a este Alto Tribunal.
B) Determinación emitida por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 135/93-I de su índice. 

A efecto de mayor claridad, resulta menester destacar como antecedente que ********** demandó, entre otras prestaciones, la nulidad absoluta del juicio ejecutivo mercantil, promovido por **********, en contra de su persona, instaurado en el Juzgado Primero de lo Civil con el expediente **********, y que por excusa de ese juzgado se remitió al Juzgado Segundo de lo Civil de dicha entidad, bajo el número **********. Al respecto, el Juez dictó resolución en la que determinó no declarar la nulidad absoluta del juicio ejecutivo mercantil.
Inconforme con dicha determinación, la parte actora promovió recurso de apelación, del cual correspondió conocer a la Segunda Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Baja California, quien registró el asunto bajo el expediente ********** y, posteriormente, determinó que devenían parcialmente fundados los argumentos hechos valer por el apelante, por lo que revocó la sentencia recurrida y, por consecuencia, declaró la nulidad del juicio ejecutivo mercantil.

En contra de la resolución anterior, **********promovió el juicio de amparo directo que nos ocupa, Dicho juicio de amparo fue resuelto por el Primer Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito, en el sentido de conceder el  amparo solicitado.

En efecto, el Tribunal Colegiado sostuvo que resultaban fundados los conceptos de violación que hizo valer el quejoso, en lo relativo a la falta de legitimación de la parte actora, en el juicio de donde emana el acto reclamado, para ejercitar la acción de nulidad del juicio ejecutivo mercantil que bajo el número ********** se registró en el Juzgado Primero Civil del partido judicial de Tijuana, y que posteriormente, se identificó con el número **********, en el Juzgado Segundo del mismo partido judicial, por excusa del primero, lo cual, a su juicio, resultaba  suficiente para conceder la protección constitucional solicitada.

Lo anterior en razón de que, el artículo 2058 del Código Civil del Estado, señala que pueden pedir la nulidad de los actos simulados, los terceros perjudicados con dicha simulación, o el Ministerio Público cuando ésta se haya cometido en transgresión de la ley o en perjuicio de la hacienda pública.

Bajo ese contexto, y partiendo de la base de que el juicio cuya nulidad se pretendió se encuentra concluido, y la propia actora demandó su nulidad sosteniendo que el mismo fue simulado, y por ende fraudulento, y tomando en cuenta además que la misma tiene el carácter de demandada y no el de tercera extraña en el juicio cuya nulidad se reclamó, es obvio, que carecía de legitimación para ejercitar dicha acción de nulidad. 
Ello es así, porque como lo dispone el dispositivo legal citado, sólo pueden pedir la nulidad los terceros perjudicados con dicha simulación, o el Ministerio Público cuando la simulación se haya cometido en transgresión de la ley o en perjuicio de la hacienda pública. 

En el caso concreto, la tercero perjudicada no tenía dicho carácter, sino que por ser demandada, resultó ser parte en el juicio, lo cual no le daba derecho para pedir la nulidad.

Por otra parte, suponiendo desde luego sin conceder, que haya quedado probada la existencia del fraude procesal, también tenía que probarse que dicho fraude hubiera sido en perjuicio de un tercero, presupuesto que en el caso de estudio no acreditó, pues es la propia demandada en ese juicio quien se ostentó como lesionada en sus derechos por el supuesto fraude, sin tener el carácter de tercera extraña al juicio, por ello es inexacto que se encontrara legitimada para solicitar dicha nulidad, atento a lo dispuesto por el ya citado artículo 2050 del Código Civil.
De dicho asunto, el siguiente criterio
:
ACTO SIMULADO, NULIDAD DE. QUIEN PUEDA DEMANDARLA. En estricta interpretación del artículo 2050 del Código Civil del Estado de Baja California, sólo pueden pedir la nulidad de un acto simulado los terceros que resulten perjudicados con dicha simulación, o el Ministerio Público cuando ésta se cometa en transgresión de la ley o de la hacienda pública; luego entonces, si quien demanda tal nulidad tiene el carácter de parte en el acto cuya nulidad se pretende, es obvio que carece de legitimación para ejercitar tal derecho.

CUARTO. Inexistencia de la contradicción de criterios. En primer lugar, debe determinarse si en el caso existe contradicción de criterios, pues sólo en tal supuesto es factible que esta Sala emita un pronunciamiento en cuanto al fondo de la presente denuncia.

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se apoya en el criterio sustentado por el Pleno de este Alto Tribunal, al resolver, por unanimidad de diez votos, en sesión de treinta de abril de dos mil nueve, la contradicción de tesis 36/2007-PL, en cuanto a que, del artículo 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la existencia de la contradicción de criterios está condicionada a que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales Colegiados de Circuito, en las sentencias que pronuncien sostengan “tesis contradictorias”, entendiéndose por “tesis” el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia, lo que determina que la contradicción de tesis se actualiza cuando dos o más órganos jurisdiccionales terminales adoptan criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho.

Es de precisar que la existencia de una contradicción de tesis deriva de la discrepancia de criterios jurídicos, es decir, de la oposición en la solución de temas jurídicos que se extraen de asuntos que pueden válidamente ser diferentes en sus cuestiones fácticas, lo cual es congruente con la finalidad establecida tanto en la Constitución General de la República como en la Ley de Amparo para las contradicciones de tesis, pues permite que cumplan el propósito para el que fueron creadas.

De lo anterior se sigue que la actual integración del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que la existencia de la contradicción de tesis debe estar condicionada a que las Salas de esta Corte o los Tribunales Colegiados de Circuito en las sentencias que pronuncien:
a) Sostengan tesis contradictorias, entendiéndose por ‘tesis’ el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia; y,
b) Que dos o más órganos jurisdiccionales terminales adopten criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las cuestiones fácticas que lo originan no sean exactamente iguales.

La finalidad de dicha determinación, es definir puntos jurídicos que den seguridad jurídica a los gobernados, pues para ello fue creada desde la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos la figura jurídica de la contradicción de tesis.

Sirven de apoyo a lo expuesto la tesis de jurisprudencia del Pleno de este Alto Tribunal 72/2010 y la tesis aislada XLVII/2009, también del Tribunal Pleno, de rubros siguientes: CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXISTE CUANDO LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS CRITERIOS JURÍDICOS DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DERECHO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO RODEAN NO SEAN EXACTAMENTE IGUALES
 y, CONTRADICCIÓN DE TESIS. DEBE ESTIMARSE EXISTENTE, AUNQUE SE ADVIERTAN ELEMENTOS SECUNDARIOS DIFERENTES EN EL ORIGEN DE LAS EJECUTORIAS
. 
En ese orden de ideas, con base en dichos criterios, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió las jurisprudencias de rubro: CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. FINALIDAD Y CONCEPTO
 y, CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. CONDICIONES PARA SU EXISTENCIA
. 
Tomando en cuenta lo anterior, se advierte que en el caso concreto no se actualiza la contradicción de tesis denunciada entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 929/2015 y el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 135/1993.
Esto es así ya que, como se relató en párrafos anteriores, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 929/2015, determinó que las partes de un determinado acto jurídico –un contrato, en la especie– tienen legitimidad para ejercitar la acción de simulación, pues éstas cuentan con interés jurídico para demandar la inexistencia o nulidad de dicho acto.
En efecto, sostuvo el órgano colegiado que de la interpretación del artículo 2116 del Código Civil para el Estado de Veracruz, se colige que las partes están facultadas para demandar la nulidad del acto jurídico, ya que al establecer la palabra “pueden”, concede y no restringe la acción, de ahí que cuenta con interés jurídico para demandar la inexistencia y nulidad del acto.

A efecto de robustecer la consideración anterior, el Tribunal Colegiado estableció que negar que una de las partes contratantes cuenta con legitimación o derecho para privarlo de eficacia jurídica mediante la declaración judicial de nulidad equivaldría a negar el acceso a los Tribunales a los gobernados que pretenden someter un conflicto de intereses a la decisión de un Juez, más aun cuando en nuestro sistema jurídico no existen las nulidades de pleno derecho, por lo que hay que acudir a los tribunales para obtener la declaración judicial de que el acto que se estima nulo, lo es.
Por su parte, el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 135/1993 determinó que, de una interpretación literal de lo previsto en el artículo 2058 del Código Civil del Estado de Baja California, para pedir la nulidad de un acto simulado, que en el caso concreto correspondía a un juicio ejecutivo mercantil, los únicos facultados son los terceros perjudicados con dicha simulación, o el Ministerio Público cuando ésta se haya cometido en transgresión de ley o en perjuicio de la hacienda pública. 

Por tanto, toda vez que la acción fue ejercitada por la demandada, y no por una persona tercera extraña al juicio cuya nulidad se reclamó, concluyó que carecía de legitimación para dicho efecto.

Como se desprende de lo anterior, en ambas ejecutorias se interpretó el contenido del artículo que regula –respectivamente en cada entidad– la legitimidad para pedir la nulidad de un acto jurídico simulado, en sentido general. 

Al respecto, se reitera, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito concluyó que las partes de un determinado acto jurídico sí tienen legitimación para ejercer la acción de simulación respecto a ese acto, mientras que el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, determinó lo contrario, es decir, que las partes de un acto jurídico carecen de dicha legitimación. 

En esa tesitura, resulta importante destacar que la redacción de los artículos que regulan la legitimación de la acción para pedir la nulidad de los actos simulados, tanto en el Código Civil para el Estado de Veracruz, como en el Código Civil para el Estado de Baja California, los cuales fueron aplicados en las ejecutorias que dieron lugar a la presente contradicción y que continúan vigentes, disponen esencialmente lo mismo, es decir, ambos prevén la posibilidad de los terceros perjudicados con la simulación, o el Ministerio Público, cuando la simulación se cometió en transgresión de la ley o en perjuicio de la Hacienda Pública. 

En efecto, las porciones normativas en comento establecen lo siguiente:

“Código Civil para el Estado de Veracruz.

Artículo 2116. Pueden pedir la nulidad de los actos simulados, los terceros perjudicados con la simulación, o el Ministerio Público cuando ésta se cometió en transgresión de la ley o en perjuicio de la Hacienda Pública.”

“Código Civil para el Estado de Baja California.

Artículo 2058. Pueden pedir la nulidad de los actos simulados, los terceros perjudicados con la simulación, el Ministerio Público cuando ésta se cometió en transgresión de la Ley o en perjuicio de la Hacienda Pública.”

No obstante lo anterior, existe una diferencia sustancial en los casos concretos que fueron del conocimiento de cada órgano colegiado, la cual es determinante para dar solución a la contradicción de tesis denunciada, pues en el primero de ellos se reclamó la nulidad por simulación de un contrato de compraventa y en el segundo la nulidad de un juicio ejecutivo mercantil ya concluido. 
A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no existe un punto de encuentro entre los criterios sostenidos por los Tribunales Colegiados que permita estimar que existe una contradicción de tesis, pues la naturaleza jurídica de un contrato de compraventa y de un procedimiento jurisdiccional resultan esencialmente distintas, y ello impide brindar una solución homogénea y unívoca al problema planteado, lo cual constituye el objetivo de toda contradicción de criterios. 
En efecto, se suele entender que un contrato es simulado cuando las partes declaran o confiesan falsamente lo que en realidad no ha pasado o no se ha convenido entre ellas, es decir, que las partes, con pleno conocimiento de causa, buscan hacer aparecer como real ante terceros un determinado acto supuestamente celebrado entre ellos, siendo que su verdadera voluntad es que no se produzcan sus efectos.
 De este modo, estamos en presencia de un  acuerdo de dos o más personas para fingir jurídicamente un negocio, o algunos elementos del mismo, con el fin de crear ante terceros la apariencia de cierto acto jurídico elegido por las partes, y sus efectos de ley. 
En cambio, la relación jurídica procesal se establece entre el juzgador, las partes y los terceros que participan en el proceso, además de la problemática jurídica sustantiva que se controvierte en el mismo. En esa tesitura, podemos entender que un proceso jurisdiccional es la suma de actos por medio de los cuales el Estado da solución al litigio planteado por las partes, a través de la sentencia que debe dictar el juzgador. 

En consecuencia, un contrato de compraventa y un proceso jurisdiccional no tienen la misma naturaleza pues, si bien el primero constituye un acto jurídico, el segundo se caracteriza más bien por entablarse una relación jurídica, compuesta por un determinado número de actos que la constituyen, en los cuales interviene la potestad del Estado para dar solución a una controversia entre partes.

Ante tal panorama, surge el cuestionamiento de si resulta aplicable la figura de la simulación a un proceso jurisdiccional, pues, se reitera, su naturaleza es diferente a la de un acto jurídico y, en su caso, cuál sería el tratamiento respectivo.

A primera vista, se tiene que el llamado juicio simulado es un juicio verdadero, real, efectivo que, por una decisión del poder púbico –que no es simulada-, produce todas las consecuencias ordinarias y determina un cambio en la posición jurídica de los litigantes, aun cuando esté en antítesis con la voluntad de los mismos
. Tratándose de esta figura, es menester formularse cuestionamientos específicos que probablemente no se plantearían tratándose de un contrato, para determinar si el juicio es simulado o bien, fraudulento, atendiendo al ánimo de las partes contendientes.
En consecuencia, si bien en los casos abordados por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 929/2015, y el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 135/93, se interpretó el contenido de las disposiciones normativas que regulan la legitimación para pedir la nulidad de un acto simulado, no se está en presencia de los mismos elementos jurídicos, lo cual resulta indispensable para brindar una solución jurídica homogénea y unívoca en el presente asunto.
Por lo antes expuesto y fundado, se 
R E S U E L V E:
ÚNICO. No existe la contradicción de tesis denunciada.
Notifíquese; con testimonio de la presente resolución, y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra Presidenta Norma Lucía Piña Hernández, en contra del emitido por el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz, por lo que se refiere a la competencia, y unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo del asunto.

Firman la Presidenta de la Sala y el Ministro Ponente con la Secretaria de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTA DE LA PRIMERA SALA:

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ.

P O N E N T E:

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA.

SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA:

LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA.
En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.

� Época: Quinta Época. Registro: 340179. Instancia: Tercera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo CXXIV. Materia(s): Civil. Tesis: Página: 1316. Cuyo texto es el siguiente: La legislación mexicana no autoriza que se reconozca la existencia de nulidades de pleno derecho, sino que las nulidades deben ser declaradas por la autoridad judicial.








� Época: Sexta Época. Registro: 803371. Instancia: Tercera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen LXIV, Cuarta Parte. Materia(s): Civil. Tesis: Página: 51. Cuyo texto es el siguiente:  No es cierto que los terceros sean los únicos legitimados para demandar la nulidad de los contratos simulados, sino que, como la Suprema Corte de Justicia lo ha establecido en numerosas ejecutorias, las partes pueden reclamarla principalmente y además los terceros en el caso del artículo 2183 del Código Civil del Distrito Federal.





� Época: Sexta Época. Registro: 271792. Instancia: Tercera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen XXVII, Cuarta Parte. Materia(s): Civil. Tesis: Página: 100. Cuyo texto es el siguiente: No es verdad que según el artículo 2103 del Código Civil del Estado de Jalisco, se prohiba a los propios contratantes pedir la nulidad de los actos simulados, pues si bien dicho precepto establece que pueden pedir la nulidad de los actos simulados los terceros perjudicados con la simulación y el Ministerio Público, esto no indica que no puedan invocar dicha nulidad quienes tienen interés en ella, como puede ser cualquiera de los contratantes, según lo ha sostenido esta Suprema Corte; toda vez que la doctrina estima que sí corresponde tal acción a los contratantes, pues cuando las partes promueven la acción de simulación no hacen valer su propia torpeza sino la falta de consentimiento que rige el acto, y que la acción simularia parece hecha exprofeso para los otorgantes bajo condición, quienes encuentran la defensa de su futuro derecho en la declaración por anticipado de la ficción del negocio jurídico.





� Época: Octava Época. Registro: 215223. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XII, Agosto de 1993. Materia(s): Civil. Tesis: XV.1o.65 C. Página: 322. Cuyo texto es el siguiente: En estricta interpretación del artículo 2050 del Código Civil del Estado de Baja California, sólo pueden pedir la nulidad de un acto simulado los terceros que resulten perjudicados con dicha simulación, o el Ministerio Público cuando ésta se cometa en transgresión de la ley o de la hacienda pública; luego entonces, si quien demanda tal nulidad tiene el carácter de parte en el acto cuya nulidad se pretende, es obvio que carece de legitimación para ejercitar tal derecho.


� Época: Octava Época. Registro: 215223. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XII, Agosto de 1993. Materia(s): Civil. Tesis: XV.1o.65 C. Página: 322.


�Tesis: P./J. 72/2010, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo: XXXII, Agosto de 2010, Página: 7, Cuyo texto es el siguiente: De los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 197 y 197-A de la Ley de Amparo, se advierte que la existencia de la contradicción de criterios está condicionada a que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales Colegiados de Circuito en las sentencias que pronuncien sostengan ‘tesis contradictorias’, entendiéndose por ‘tesis’ el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia, lo que determina que la contradicción de tesis se actualiza cuando dos o más órganos jurisdiccionales terminales adoptan criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales, pues la práctica judicial demuestra la dificultad de que existan dos o más asuntos idénticos, tanto en los problemas de derecho como en los de hecho, de ahí que considerar que la contradicción se actualiza únicamente cuando los asuntos son exactamente iguales constituye un criterio rigorista que impide resolver la discrepancia de criterios jurídicos, lo que conlleva a que el esfuerzo judicial se centre en detectar las diferencias entre los asuntos y no en solucionar la discrepancia. Además, las cuestiones fácticas que en ocasiones rodean el problema jurídico respecto del cual se sostienen criterios opuestos y, consecuentemente, se denuncian como contradictorios, generalmente son cuestiones secundarias o accidentales y, por tanto, no inciden en la naturaleza de los problemas jurídicos resueltos. Es por ello que este Alto Tribunal interrumpió la jurisprudencia P.J. 26/2001 de rubro: ‘CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.’, al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, pues al establecer que la contradicción se actualiza siempre que ‘al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes’ se impedía el estudio del tema jurídico materia de la contradicción con base en ‘diferencias’ fácticas que desde el punto de vista estrictamente jurídico no deberían obstaculizar el análisis de fondo de la contradicción planteada, lo que es contrario a la lógica del sistema de jurisprudencia establecido en la Ley de Amparo, pues al sujetarse su existencia al cumplimiento del indicado requisito disminuye el número de contradicciones que se resuelven en detrimento de la seguridad jurídica que debe salvaguardarse ante criterios jurídicos claramente opuestos. De lo anterior se sigue que la existencia de una contradicción de tesis deriva de la discrepancia de criterios jurídicos, es decir, de la oposición en la solución de temas jurídicos que se extraen de asuntos que pueden válidamente ser diferentes en sus cuestiones fácticas, lo cual es congruente con la finalidad establecida tanto en la Constitución General de la República como en la Ley de Amparo para las contradicciones de tesis, pues permite que cumplan el propósito para el que fueron creadas y que no se desvirtúe buscando las diferencias de detalle que impiden su resolución.





� Tesis: P. XLVII/2009, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, XXX, Julio de 2009, Página 67. Cuyo texto es el siguiente: El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 26/2001, de rubro: ‘CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.’, sostuvo su firme rechazo a resolver las contradicciones de tesis en las que las sentencias respectivas hubieran partido de distintos elementos, criterio que se considera indispensable flexibilizar, a fin de dar mayor eficacia a su función unificadora de la interpretación del orden jurídico nacional, de modo que no solamente se resuelvan las contradicciones claramente inobjetables desde un punto de vista lógico, sino también aquéllas cuya existencia sobre un problema central se encuentre rodeado de situaciones previas diversas, ya sea por la complejidad de supuestos legales aplicables o por la profusión de circunstancias de hecho a las que se hubiera tenido que atender para juzgarlo. En efecto, la confusión provocada por la coexistencia de posturas disímbolas sobre un mismo problema jurídico no encuentra justificación en la circunstancia de que, una y otra posiciones, hubieran tenido un diferenciado origen en los aspectos accesorios o secundarios que les precedan, ya que las particularidades de cada caso no siempre resultan relevantes, y pueden ser sólo adyacentes a un problema jurídico central, perfectamente identificable y que amerite resolverse. Ante este tipo de situaciones, en las que pudiera haber duda acerca del alcance de las modalidades que adoptó cada ejecutoria, debe preferirse la decisión que conduzca a la certidumbre en las decisiones judiciales, a través de la unidad interpretativa del orden jurídico. Por tanto, dejando de lado las características menores que revistan las sentencias en cuestión, y previa declaración de la existencia de la contradicción sobre el punto jurídico central detectado, el Alto Tribunal debe pronunciarse sobre el fondo del problema y aprovechar la oportunidad para hacer toda clase de aclaraciones, en orden a precisar las singularidades de cada una de las sentencias en conflicto, y en todo caso, los efectos que esas peculiaridades producen y la variedad de alternativas de solución que correspondan.





� Tesis 1ª./J.23/2010, Novena Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, marzo de 2010, página 123. Cuyo texto es el siguiente: El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, en sesión de 30 de abril de 2009, interrumpió la jurisprudencia P./J. 26/2001, de rubro: "CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.". Así, de un nuevo análisis al contenido de los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 197-A de la Ley de Amparo, la Primera Sala advierte como condición para la existencia de la contradicción de tesis que los criterios enfrentados sean contradictorios; sin embargo, el sentido del concepto "contradictorio" ha de entenderse cuidadosamente, no tanto en función del estado de los criterios enfrentados, sino de la finalidad misma de la contradicción de tesis, que es generar seguridad jurídica. En efecto, la condición que debe observarse está más ligada con el fin que con el medio y, por tanto, la esencia de la contradicción radica más en la necesidad de dotar al sistema jurisdiccional de seguridad jurídica que en la de comprobar que se reúna una serie de características determinadas en los casos resueltos por los tribunales colegiados de circuito; de ahí que para determinar si existe o no una contradicción de tesis debe analizarse detenidamente cada uno de los procesos interpretativos involucrados —y no tanto los resultados que ellos arrojen— con el objeto de identificar si en algún razonamiento de las respectivas decisiones se tomaron vías de solución distintas —no necesariamente contradictorias en términos lógicos— aunque legales, pues al ejercer el arbitrio judicial pueden existir diferendos, sin que ello signifique haber abandonado la legalidad. Por ello, en las contradicciones de tesis que la Suprema Corte de Justicia de la Nación está llamada a resolver debe avocarse a reducir al máximo, cuando no a eliminar, ese margen de discrecionalidad creado por la actuación legal y libre de los tribunales contendientes.


            


� Tesis 1ª./J. 22/2010, Novena Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, marzo de 2010, página 122. Cuyo texto es el siguiente: Si se toma en cuenta que la finalidad última de la contradicción de tesis es resolver los diferendos interpretativos que puedan surgir entre dos o más tribunales colegiados de circuito, en aras de la seguridad jurídica, independientemente de que las cuestiones fácticas sean exactamente iguales, puede afirmarse que para que una contradicción de tesis exista es necesario que se cumplan las siguientes condiciones: 1) que los tribunales contendientes hayan resuelto alguna cuestión litigiosa en la que tuvieron que ejercer el arbitrio judicial a través de un ejercicio interpretativo mediante la adopción de algún canon o método, cualquiera que fuese; 2) que entre los ejercicios interpretativos respectivos se encuentre al menos un razonamiento en el que la diferente interpretación ejercida gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico, ya sea el sentido gramatical de una norma, el alcance de un principio, la finalidad de una determinada institución o cualquier otra cuestión jurídica en general, y 3) que lo anterior pueda dar lugar a la formulación de una pregunta genuina acerca de si la manera de acometer la cuestión jurídica es preferente con relación a cualquier otra que, como la primera, también sea legalmente posible. 


� La otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió el siguiente criterio en torno a la simulación de un convenio: “SIMULACIÓN. Existe simulación, cuando se hace un convenio aparente, regido por otro celebrado a la vez y mantenido en secreto. Francisco Ferrara, en su obra "La Simulación de los Negocios Jurídicos", define ésta como la declaración de un contenido de voluntad no real, emitida conscientemente y de acuerdo entre las partes, para producir, con fines de engaño, la apariencia de un negocio que no existe o es distinto de aquel que realmente se ha llevado a cabo. Así, doctrinariamente, se infiere que la figura jurídica de la simulación se integra por la reunión de los siguientes elementos: 1. Una disconformidad o divergencia entre la voluntad y su declaración; 2. Que dicha disconformidad o divergencia entre la voluntad y su declaración, sea intencional, querida o consciente; 3. Que esa disconformidad o divergencia entre la voluntad y su declaración, además de querida, intencional o consciente sea de acuerdo entre las partes que quieren y declaran cosa diversa a la querida; 4. Que se cree, por la reunión de los anteriores elementos, un acto aparente y, por último, 5. Que dicho acto sea creado con el fin de engañar a terceros. Como se ve, en la simulación existe el acuerdo de los contratantes, es decir, su consentimiento para celebrar el acto aparente, o sea, el declarado, y el real, el interno, lo querido o deseado, que es ocultado y rige las obligaciones contraídas por aquéllos. De ahí que quienes celebran un acto simulado se esfuercen en cubrir la simulación y, quienes lo impugnan, tienen que demostrarlo por hechos anteriores, concomitantes o posteriores al contrato, de los que puede inferirse presuntivamente esa simulación.”





� Sin prejuzgar sobre el problema de fondo, y sólo para denotar la problemática particular de aludir a la nulidad de un juicio concluido con motivo de su posible simulación, conviene señalar que  Francisco Ferrara, en su obra “La simulación de los negocios jurídicos”, señala que existen ciertas categorías de actos no simulables, en atención a que, para la perfección de éstos se necesita la intervención integrante o atributiva de una autoridad pública. Así, el autor señala cuatro categorías de actos no simulables: (i) actos potestad del Estado, (ii) actos con una intervención integrante de la autoridad pública, (iii) actos unilaterales y, (iv) actos formales. Sobre ese punto, Ferrara sostiene lo siguiente: “Finalmente, la simulación no cabe tampoco en los juicios. Los distintos móviles y estados subjetivos que determinan a las partes a realizar un acto jurídico se dan también en el procedimiento; y, así como las partes pueden hacer declaraciones por broma, para fines didácticos o para conseguir una finalidad distinta de la que resulta inmediatamente del acto, así también puede utilizarse la forma del juicio para una función diferente de la que representa la composición de los derechos privados en conflicto, como, por ejemplo, para obtener la solución de un problema científico, para asumir fraudulentamente una obligación en daño de los acreedores, etc. Es, además, inexacto el forma un haz con todos estos casos diversos para agruparlos bajo el concepto genérico del proceso simulado, cuando, en realidad, la característica de éste consiste en la producción de una apariencia con fines de engaño, cosa que no sucede en el caso de un juicio intentado con objeto frívolo, no destinado a producir en el público una ilusión engañosa. Aquí se incurre en el mismo error de aquellos que refieren al instituto de la simulación todas las declaraciones que no puedan reputarse verdaderas. El juicio simulado se circunscribe a aquellos procedimientos que se intentan, no para obtener la defensa de un derecho violado, sino para conseguir un resultado jurídico distinto que coincide con las consecuencias procesales.” Francisco Ferrara. “La simulación de los negocios jurídicos”. Capítulo V “Actos excluidos de la simulación”, páginas 143 y 144. Editorial Leyer. Colombia, Bogotá, 2008.





� Francisco Ferrara. “La simulación de los negocios jurídicos”. Capítulo V “Actos excluidos de la simulación”, páginas 145. Editorial Leyer. Colombia, Bogotá, 2008.
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